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  SALA LABORAL

      PEREIRA - RISARALDA


Demandante: Cristóbal Gómez Valencia.

Demandado: Presidencia de la República y otros. 


-----------------------------------------------------------------------------


MAGISTRADO PONENTE: ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA


Pereira Risaralda, febrero tres [03] de dos mil nueve [2009]. 






Acta 0021 del 03 de Febrero de 2009
Dentro del término estipulado en los artículos 86 de la Constitución Nacional y 29 del Decreto 2591 de 1991, se resuelve en primera instancia la Acción de Tutela impetrada por Cristóbal Gómez Valencia contra la Presidencia de la República, el Ministerio de Hacienda, el Ministerio de Educación, el Departamento Administrativo de la Función Pública y la Universidad Tecnológica de Pereira que pretende la protección de los  derechos fundamentales de acceso a la administración de justicia y al cumplimiento de sentencias judiciales, al trabajo en condiciones dignas y justas de todos los trabajadores, a la igualdad y al salario mínimo vital y móvil.
El proyecto, una vez revisado y discutido, fue aprobado por el resto de integrantes de la Sala y corresponde a lo siguiente,

I. PETICIONES (fl.  12)

“Con base en los hechos y fundamentos de derecho señalados anteriormente, solicito comedidamente, la tutela de mis derechos fundamentales (…) y en consecuencia de ellos se sirva ordenar (…) lo que corresponde:

a) Decretar el reajuste salarial necesario para garantizar la actualización plena de mi salario al año 2008.
b) El reconocimiento y pago a mi favor de los salarios que se me adeudan correspondientes al año 2006, como consecuencia de la diferencia existente ente el ajuste hecho a mi salario en el año 2006 y el ajuste que el Gobierno debió hacer en ese año de acuerdo al índice acumulado de inflación durante el cuatrienio 2002 a 2006.

c) La reliquidación y pago de los salarios que se me adeudan, correspondientes a los años 2007 y 2008, como consecuencia de haber hecho la liquidación del ajuste anual de los mismos, sobre una base inferior a la debida. La base que se tuvo en cuenta para hacer el ajuste ordenado mediante decreto durante el año 2007, fue el salario del 2006 a su vez ajustado por debajo del índice acumulado de inflación durante el cuatrienio 2002-2006. Y la base del ajuste salarial del 2008 a su vez, fue el salario del 2007.

II. IDENTIFICACION DEL ACCIONANTE

Se trata del señor Cristóbal Gómez Valencia, identificado con la cédula de ciudadanía N° 10.247.349 expedida en Manizales.
III. AUTORIDADES ACCIONADAS
Las autoridades accionadas son la Presidencia de la República, el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, el Ministerio de Educación, el Departamento Administrativo de la Función Pública y la Universidad Tecnológica de Pereira.

IV. DE LOS DERECHOS QUE SE INVOCAN COMO VULNERADOS
Se invoca la tutela de los derechos fundamentales de acceso a la administración de justicia y al cumplimiento de sentencias judiciales, al trabajo en condiciones dignas y justas de todos los trabajadores, a la igualdad y al salario mínimo vital y móvil.
V. ANTECEDENTES

Manifiesta el accionante que es profesor desde el 22 de febrero de 1993  en la Universidad Tecnológica de Pereira y actualmente desempeña sus labores de tiempo completo, que durante el cuatrienio comprendido ente los años 2002 a 2006 el gobierno nacional realizó ajustes a los salarios que al ser acumulados terminaron siendo inferiores al índice acumulado de inflación en ese mismo cuatrienio, que la remuneración mensual de los profesores universitarios se establece multiplicando la suma de los puntos meritocráticos reconocidos al profesor por el valor del punto en pesos. Expresa igualmente que el Gobierno Nacional al expedir el Decreto sobre salarios del año 2006, incumplió lo ordenado por la Corte Constitucional en su Sentencia C-931 de 2004, la cual ordenó al Gobierno Nacional garantizar a los servidores públicos a quienes se les haya limitado el derecho a mantener el poder adquisitivo de su salario, que dentro de la vigencia del Plan de Desarrollo de cada cuatrienio, progresivamente se avance en los incrementos salariales, en forma tal que les permita a estos servidores alcanzar la actualización plena de su salario, de conformidad con el Índice acumulado de inflación. El reajuste del año 2006 fue del 5.00% cuando debió ser del 10.95% para alcanzar el IPC acumulado a 2006. El incumplimiento de esa obligación por parte del Gobierno Nacional en el año 2006 ocasionó una disminución real de mi salario que se ha proyectado en los años 2007 y 2008. La Universidad se limitó a hacer los ajustes salariales sin hacer objeción alguna. Existe un trato desigual porque a servidores públicos de salarios más bajos si se les ha mantenido su capacidad adquisitiva. La asociación sindical de profesores universitarios el 17 de julio de 2006 elevó derecho de petición a algunos de los accionados solicitando ajustar los salarios de los docentes universitarios según los parámetros establecidos en la Carta Política y desarrollados por la jurisprudencia constitucional, sin lograr ese objetivo. En el año 2007 se elevó nuevo derecho de petición, donde el Departamento Administrativo de la Función Pública afirma que el Gobierno Nacional realizó el ajuste del 2006 teniendo en cuenta del IPC del año 2005. También se han enviado comunicaciones al Congreso de la República solicitando aprobar un articulado en la respectiva ley de presupuesto que permita el cumplimiento de la parte resolutiva de la sentencia  C-931 de 2004, con lo cual se evidencia que se han agotado todas las vías para reclamar el cumplimiento de la mencionada sentencia. El gobierno con la expedición de los decretos salariales expedidos en los últimos años ha tenido y mantenido una política de detrimento salarial hacia empleados públicos docentes de las universidades estatales afectando el derecho fundamental al salario mínimo vital y móvil que mantenga su poder adquisitivo. Aduce que eleva la presenta acción como medio judicial subsidiario, temporal para remediar urgentemente la situación en que se encuentra y hacer cumplir la sentencia C-931/2004.
VI. RESPUESTAS DE LAS AUTORIDADES ACCIONADAS
Una vez notificados de la existencia del presente medio de protección, los accionados allegaron escritos de la siguiente forma:
La Universidad Tecnológica de Pereira [fls. 52 y s.s.] en general aduce que se trata de apreciaciones y argumentos del actor que no se encuentran probados y frente a los derechos vulnerados expresa que a la universidad  no se le puede reprochar en modo alguno  que haya desatendido sentencias judiciales porque sólo esta constitucionalmente obligada a respetar la competencia salaria que se encuentra radicada en el Gobierno Nacional; tampoco vulnera el derecho al trabajo en condiciones justas y dignas de sus servidores, porque contrario a ello, lo reconoce, respeta y defiende en cada oportunidad de la gestión universitaria; no incurre tampoco en violación al derecho a la igualdad, sino que es el actor el que debe entender que este derecho se traduce en la posibilidad de dar tratamientos diferenciales a quienes se encuentran en situaciones de especial debilidad; frente al la vulneración del derecho al salario mínimo vital y móvil, refiere que el actor no es un servidor público remunerado con un salario mínimo y que además su remuneración sí ha sido móvil; finaliza manifestando que el actor no se encuentra ante un perjuicio irremediable, toda vez que no es una persona que se encuentre en situaciones de debilidad manifiesta, ni afectada en su mínimo vital.
Acudió igualmente la Presidencia de la República a través de apoderado mediante escrito visible a folios 63 y s.s., expresando que la Universidad Tecnológica de Pereira como ente autónomo que es, tiene plena competencia para resolver de fondo las peticiones del tutelante. Manifiesta que es improcedente la acción de tutela contra la Presidencia de la República porque el Presidente de la República no tiene la representación judicial de la Nación, ni capacidad jurídica para ser parte, por lo que se configuró de manera deficiente uno de los extremos de la relación jurídica y en caso de prosperar la presente acción, lo decidido no podrá acatarse porque no se ostenta la competencia funcional para la protección de los derechos al trabajo, la igualdad y el salario mínimo vital y móvil; adicional a lo anterior, el actor cuenta con otro medio de defensa judicial para dirimir la  controversia de tipo económico y los derechos de primera generación que reclama como presuntamente conculcados lo fueron desde hace 6 años, lo que desvanece la razón de ser de la presente acción como protección inmediata de los derechos.
Mediante apoderado el Ministerio de Hacienda y Crédito Público se encarga de transcribir varios extractos jurisprudenciales con el fin de oponerse a la prosperidad de la acción de tutela invocada por el señor Cristóbal Gómez Valencia por improcedente, por contar con otro medio de defensa judicial que acoja sus pretensiones, manifiesta que el incremento salarial que anualmente ordena el Gobierno Nacional para los diferentes servidores públicos de las entidades y organismos del Estado, además de ajustarse a la ley de apropiaciones para cada vigencia fiscal, que guarda estrecha armonía con el Plan Nacional de Desarrollo, esta orientado a garantizar que tales funcionarios conserven el poder adquisitivo de su salario, asegurando que la remuneración de los trabajadores sea digna, justa y móvil, atendiendo los criterios de progresividad, equidad y proporcionalidad.
Por su parte, el Departamento Administrativo de la Función Pública [fls. 104  y s.s.] da respuesta a la acción, compartiendo el mismo criterio expuesto por el Ministerio de Hacienda y Crédito Público, en tanto que los escritos son casi una reproducción exacta entre sí.
Finalmente acudió el Ministerio de Educación Nacional mediante escrito visible a folios 114 y s.s., y después de realizar un seguimiento a la legislación que rige los salarios de los docentes universitarios manifiesta que la tutela se torna improcedente toda vez que, la acción de tutela es un mecanismo de defensa subsidiario que solo procede cuando no se disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que se utilice como un mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, pero en el presente caso no se está frente a un perjuicio irremediable sino que se busca la revocatoria de  unos actos administrativos expedidos por el Gobierno Nacional.

VII. CONSIDERACIONES
El artículo 86 de la Constitución Política consagra la acción de tutela para que cualquier persona pueda reclamar la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública.
Se trata de obtener una orden judicial de cumplimiento inmediato para la defensa de los derechos fundamentales, a través de un procedimiento preferente y sumario, que puede ser ejercido siempre que no exista otro mecanismo de defensa o en forma transitoria para evitar un perjuicio irremediable.

En el caso que se estudia lo que se pretende es que se decrete un reajuste salarial para garantizar la movilidad del salario del accionante y se cancelen los salarios de los años 2006 y 2007, que resulten de la diferencia entre el salario antiguo y el actualizado o reajustado.
El señor Cristóbal Gómez Valencia acude a este mecanismo de protección especial como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable para él y su familia, en tanto que el salario que percibe como docente de la Universidad accionada constituye su único ingreso y al estar disminuido, afecta la calidad de vida de los integrantes de su familia.
El inciso 1° artículo 8° del Decreto 2591 de 1991 regula el ejercicio de la acción de tutela como mecanismo transitorio, en los siguientes términos:

“Aún cuando el afectado disponga de otro medio de defensa judicial, la acción de tutela procederá cuando se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”

Como se observa, el aparte de la disposición transcrita supedita el ejercicio de la acción de tutela para cuando la persona se encuentra bajo una circunstancia tan especialísima que pueda causarle un perjuicio de tal magnitud que le pueda generar un perjuicio irreparable o inmodificable.
En relación al perjuicio irremediable la jurisprudencia ha sostenido reiteradamente que, “Se entiende por irremediable el daño para cuya reparación no existe medio o  instrumento. Es el daño o perjuicio que una vez se produce, no permite retrotraer las circunstancias al estado anterior a la vulneración del derecho. ... Se trata de daños como la pérdida de la vida, o la integridad personal, que pudiendo ser indemnizados totalmente en sus efectos materiales y morales, no pueden recuperarse por ningún  medio (Sentencia T-823 de 21  de octubre de 1999, Magistrado Ponente: Dr. Eduardo Cifuentes  Muñoz).
En el asunto que ocupa la atención de la Sala, el actor  interpuso la  tutela como  mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, porque su salario no fue reajustado de acuerdo a lo ordenado por la Corte Constitucional, sin embargo no aporta prueba mediante la cual se pueda establecer fehacientemente cuales han sido los perjuicios que su grupo familiar a sufrido como consecuencia de ello, como por ejemplo que no  haya podido cubrir sus necesidades fundamentales, requisito que debe ser demostrado para que la  misma pueda ser procedente.
Además, teniendo en cuenta que una de las características del  perjuicio irremediable es la inminencia, la Sala considera que si el actor dejó transcurrir más de dos años sin acudir a la vía judicial para buscar la protección de los derechos fundamentales que aduce vulnerados, (recuérdese, que el reajuste solicitado, se basa en el incremento del IPC correspondiente al cuatrienio 2000-2006) no puede ahora sostener que se le  ha ocasionado un perjuicio de tal naturaleza, pues lo cierto es que ha seguido vinculado durante ese mismo periodo a la Universidad Tecnológica de Pereira, percibiendo una remuneración que por lo visto, o al menos no lo probó, no ha afectado su mínimo vital ni el de los miembros de su grupo familiar.

Respecto de este último aspecto – inminencia o inmediatez-, es necesario traer a colación las siguientes consideraciones de orden jurisprudencial (Corte Constitucional SU-961 de 1999, M.P. Dr. Vladimiro Naranjo Mesa):

 (…) 

"5. Alcances del Artículo 86 de la Constitución en cuanto al término para interponer la tutela.
 

"(...)
 

"Teniendo en cuenta este sentido de proporcionalidad entre medios y fines, la inexistencia de un término de caducidad no puede significar que la acción de tutela no deba interponerse dentro de un plazo razonable.  La razonabilidad de este plazo está determinada por la finalidad misma de la tutela, que debe ser ponderada en cada caso concreto.  De acuerdo con los hechos, entonces, el juez está encargado de establecer si la tutela se interpuso dentro de un tiempo prudencial y adecuado, de tal modo que no se vulneren derechos de terceros.
 

"Si bien el término para interponer la acción de tutela no es susceptible de establecerse de antemano de manera afirmativa, el juez está en la obligación de verificar cuándo ésta no se ha interpuesto de manera razonable, impidiendo que se convierta en factor de inseguridad, que de alguna forma afecte los derechos fundamentales de terceros, o que desnaturalice la acción.
 

"En jurisprudencia reiterada, la Corte ha determinado que la acción de tutela se caracteriza por su "inmediatez":
 

'La Corte ha señalado que dos de las características esenciales de esta figura en el ordenamiento jurídico colombiano son la subsidiariedad y la inmediatez: …la segunda, puesto que la acción de tutela ha sido instituida como remedio de aplicación urgente que se hace preciso administrar en guarda de la efectividad concreta y actual del derecho objeto de violación o amenaza. Cfr. Corte Constitucional. Sala Tercera de Revisión. Sentencia Nº T-1. Abril 3 de mil novecientos noventa y dos (1992)  Luego no es propio de la acción de tutela el sentido de medio o procedimiento llamado a reemplazar los procesos ordinarios o especiales, ni el de ordenamiento sustitutivo en cuanto a la fijación de los diversos ámbitos de competencia de los jueces, ni el de instancia adicional a las existentes, ya que el propósito específico de su consagración, expresamente definido en el artículo 86 de la Carta, no es otro que el de brindar a la persona protección efectiva, actual y supletoria en orden garantía de sus derechos constitucionales fundamentales.
 

'(…)
 

 

'Si la inactividad del accionante para ejercer las acciones ordinarias, cuando éstas proveen una protección eficaz, impide que se conceda la acción de tutela, del mismo modo, es necesario aceptar que la inactividad para interponer esta última acción durante un término prudencial, debe llevar a que no se conceda.  En el caso en que sea la tutela y no otro medio de defensa el que se ha dejado de interponer a tiempo, también es aplicable el principio establecido en la Sentencia arriba mencionada (C-543/92), según el cual la falta de ejercicio oportuno de los medios que la ley ofrece para el reconocimiento de sus derechos no puede alegarse para beneficio propio, máxime en los casos en que existen derechos de terceros involucrados en la decisión'."
 

 

De conformidad con la anterior jurisprudencia, el ejercicio tardío e inoportuno de la acción de tutela, la invalida como remedio inmediato ante la amenaza o violación de derechos fundamentales, pues según se expresó, la interposición de la tutela deberá hacerse dentro de un plazo prudencial, a fin de garantizar que el amparo constitucional pretendido cumpla su función como remedio urgente ante la vulneración de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados. Por ello, pretender acudir a la acción de tutela varios años después de que han ocurrido los hechos violatorios de los derechos fundamentales, rompe con el principio de inmediatez y desvirtúa el posible perjuicio irremediable que se hubiere causado.

 

En este orden de ideas, no basta con que el actor manifiesta que las accionadas le han ocasionado un perjuicio irremediable que ha afectado su mínimo vital, debe probarlo, por ejemplo debió establecer la cuantía de sus ingresos (salario) y de sus egresos (obligaciones) para poder deducir si se afectó su mínimo vital, por lo tanto al no acreditar la afectación del mínimo vital invocado y por no cumplir con el requisito de inmediatez no podrá accederse a la tutela de sus derechos a través de este mecanismo de amparo.
Respecto de la supuesta violación del derecho a la igualdad y al cumplimiento de providencias judiciales, estima la Sala que el contenido de las sentencias SU-509 /95 y SU-1067/00 no se refiere explícitamente a la situación de hecho y de derecho planteada por el accionante, pues no se contemplan ajustes en los salarios o prestaciones de los docentes universitarios como parece entenderlo el señor Alba Mendoza. El cumplimiento de sentencias judiciales supone que el tema de que se ocupa la respectiva decisión resuelva el asunto particular, de  manera que sin mayor discernimiento se pueda colegir la correspondencia entre decisión judicial y derecho subjetivo invocado.

Sobre el derecho a la igualdad, hecha de menos la Sala los factores objetivos de comparación para determinar que existen dos situaciones de hecho, a las que sin fundamentos racionales o con razones desproporcionadas, se les da un trato desigual. No basta predicar una igualdad en abstracto para reclamar tratamiento constitucional similar.

Esta decisión se notificará por el medio más eficaz y en firme, se enviará con el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

Por lo expuesto, el Tribunal Superior de Pereira, Sala Laboral, administrando justicia en nombre del pueblo y de la Constitución,

VIII. FALLA

1. NO TUTELAR los derechos fundamentales invocados como vulnerados por el señor Cristóbal Gómez Valencia, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.
2. Notifíquese la decisión por el medio más eficaz.

3. La presente sentencia puede impugnarse ante la H. Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, dentro de los tres (3) días siguientes a su notificación. 

4. En caso de no ser impugnado este fallo remítase junto con el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los magistrados, 
ILDEFONSO MUÑOZ CARDONA
HERNÁN MEJÍA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

LINA MARÍA ARBELÁEZ GIRALDO
Secretaria
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